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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No – de 2.019
“POR EL CUAL SE REGULA AL INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES COMO ÓRGANO AUTÓNOMO E INDEPENDIENTE”
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
                                                       DECRETA:
Artículo 1º.   El INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES es un órgano autónomo e independiente cuya misión fundamental es prestar auxilio y soporte científico y técnico a la administración de justicia en todo el territorio nacional en lo concerniente a la Medicina Legal y Ciencias Forenses, encargado de organizar y controlar el sistema nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Estará organizado como persona jurídica de derecho público, con autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio; con régimen especial de carrera. El Congreso de la República dictará la Ley a la cual deberá ceñirse el Instituto.

Parágrafo transitorio. Las normas Legales y Reglamentarias que actualmente rigen al Instituto, sus funciones, Planta de empleos y a sus empleados en materia de Carrera, Salarios, Prestaciones, derechos sindicales y Acuerdos Colectivos, continuarán vigentes en tanto sean compatibles con su nueva naturaleza jurídica, bajo el principio de continuidad, sin menoscabo de derechos y con progresividad. Una ley reglamentará sobre la materia. 

ARTÍCULO 2. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables senadores; 

GUSTAVO BOLÍVAR MORENO 

Senador de la República 

Coalición Lista de la Decencia.

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No – de 2.019
“POR EL CUAL SE REGULA AL INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES COMO ÓRGANO AUTÓNOMO E INDEPENDIENTE”

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. OBJETIVO 
El presente proyecto de acto legislativo tiene como finalidad modificar la naturaleza jurídica del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (en adelante INMLyCF) como un ente de carácter independiente y autónomo, organizado como persona jurídica de derecho público, con autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeta a un régimen especial. 

Esta modificación constitucional promoverá en el INMyCF la imparcialidad y la independencia necesaria, pues al ser la entidad encargada del soporte técnico y científico de la administración de justicia en las ciencias forenses requiere que se brinden las garantías necesarias para todas las partes en el proceso. Además de permitir que se constituya como un ente. 
En este sentido, las modificaciones aquí consignadas buscan lograr mayor transparencia en el ejercicio de la administración de justicia; mejorar la percepción ciudadana de la legitimidad del sistema y del rol del INMyCF y asegurar el disfrute de los derechos derivados del principio de igualdad en la administración de justicia; el derecho a la defensa, el derecho al debido proceso y la imparcialidad. 
II. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
La división del INMyCF fue creada dentro de la estructura del ministerio de Justicia hasta el año 1987, año en el cual se convirtió en la dirección General del mencionado ministerio en virtud del decreto 0055 de 1987; naturaleza que se conservó hasta la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, que, en su artículo transitorio 27, le asignó la denominación de establecimiento público adscrito a la Fiscalía General de la Nación. 
La idea con que fue concebido respondía en su momento a las necesidades del sistema penal colombiano y posteriormente al sistema penal acusatorio. Incluso su autonomía se venía abogando desde el año de 1984, cuando la comisión encargada de elaborar los anteproyectos de reforma para reglamentar el Código de Procedimiento Penal; crear el cuerpo de policía judicial; revisar y reglamentar el estatuto de carrera, etc., (ley 52 de 1984), la cual señaló que: 
“La propuesta ideal sería convertir la Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses  Colombiana en un establecimiento público, adscrito al Ministerio de Justicia que pudiese tener la suficiente independencia presupuestal y administrativa, con la cual se lograría dar mayor agilidad al auxilio pericial, con el fin de hacerlo más eficaz para la administración de justicia”

La adscripción del Instituto a la Fiscalía General de Nación supone un límite en el ejercicio de la actividad científica no solo desde el apoyo que la administración de justicia requiere en su integridad sino en términos de la independencia y autonomía que el rigor científico supone. 
En los últimos años ha crecido la desconfianza ante las labores científicas que realiza el INMyCF; esta desconfianza de la población colombiana se ha plasmado en la prensa nacional y opiniones de personajes relevantes al manifestarse sobre la relación existente entre la Fiscalía General de la Nación y el INMyCF. El periódico El Tiempo, al pronunciarse sobre el nombramiento del nuevo fiscal estableció que “tiene a su disposición docenas de equipos de interceptación e inteligencia, tiene un poder absoluto sobre el CTI y maneja a su antojo a Medicina Legal”
; Pablo Bustos, director de la Red de Veedurías de Colombia, manifestó que “aquí existe un claro conflicto de intereses, motivo por el cual, el Fiscal debería declararse impedido. Nosotros interpondremos los recursos necesarios para que (sic) recusar al Fiscal en esta elección”
.
Uno de los ejemplos más ilustrativos de esta creciente desconfianza es el escándalo del repentino fallecimiento de Jorge Enrique Pizano, testigo del caso Odebrecht, caso en el que el espectador manifestó que “hemos de creerle a Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses  cuando dictamina que murió de muerte natural por infarto fulminante, pero queda flotando cierta desconfianza luego de saber que su hijo Alejandro murió envenenado con cianuro tras beber de una botella de agua saborizada que encontró sobre el escritorio de su padre”
, hecho que produjo la renuncia del ex director de Medicina Legal
, que posteriormente se postuló al cargo de libre nombramiento y remoción de asesor científico del fiscal
; esta y otras  irregularidades en la labor del ex director, produjeron denuncias por parte del sindicato SINDEMEDILEGAL – Sindicato Nacional de Empleados del Instituto Nacional de Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses
. 
“Un error de ese tamaño podría comprometer todas las labores que Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses  ha realizado en este caso, que ha provocado una inusitada atención gracias a las grabaciones que Pizano hizo de conversaciones entre él y Néstor Humberto Martínez -cuando era abogado del Grupo Aval- sobre irregularidades que había encontrado en la concesionaria Ruta del Sol, en el cual eran socios Odebrecht y Episol”
 (del Grupo Aval) (negrillas propias)
Teniendo en cuenta lo anterior e independientemente de la labor técnica y científica que realicen profesionalmente los funcionarios del INMyCF, y de las medidas administrativas que se han tomado para el combatir la corrupción dentro de la institución
; lamentablemente, se han presentado escándalos de corrupción relacionados con la aparente relación de subordinación que existe del INMyCF ante  la Fiscalía General de la Nación, produciendo un aumento progresivo de la desconfianza de la ciudadanía ante la labor técnica científica del INMyCF. 
En concordancia con esta situación, el informe de rendición de cuentas del año 2018, periodo en el que ocurrió el caso Pizano y año en el que el INMyCF estaba siendo centro de atención de la ciudadanía, se registraron 6 denuncias de corrupción
 y se registró un incremento de los procesos disciplinarios al interior de la institución
, cuyas causas están relacionadas con las irregularidades en los informes y las demoras de los mismos
. 
TABLA 1.
[image: image1.png]Tabla N°.13. Quejas Reclamos y Sugerencias afios 2015 a 2018

MANIFESTACION Variacion % Solicitud de
Aflo Quejas | Reclamos | Sugerencias ;f:‘u':,'gfn TOTAL ":r":':r;ﬁr" informacién | TOTAL
2015 187 38 24 249 22 271
2016 358 27 32 417 67,47% 78 495
2017 225 38 18 281 -32,61% 471 752
2018 201 32 31 6 360 28,11% 880 1.240
Participacion % afio
s 81% 9% 9% 2% 100%

Fuente: Grupo Nacional de Servicio al Ciudadano y Oficina de Control Disciplinario Interno — Calculos Oficina de Planeacion
Nota: la variable Denuncia de corrupcion- relacionada con ética y profesionalismos aparece en el afio 2018, por tanto los afios anteriores
no tiene medicién





TABLA 2.
[image: image2.png]Tabla N°.16. Procesos disciplinarios - afio 2016 a 2018

ANO Participacién | Variacion % Afio
TIPO DE PROCESO 2016 2017 2018 % afio 2018 2018 vs. 2017
Indagaciones 47 67 84 48,84% 25%
Investigaciones 78 64 85 49,42% 33%
Verbal 7 7 3 1,74% -57%
TOTAL 132 138 172 100,00% 25%
variacién % frente al afio anterior 4,55% 24,64%





TABLA 3.
[image: image3.png]Tabla N°.18. Causas procesos disciplinarios

SEDE 'CAUSAS DE APERTURA DE PROCESOS DISCIPLINARIO
Nivel Central Posibles Irregularidades en tramites a solicitudes y respuestas extemporéneas a derechos de peticion.
Posibles irregularidades por no asistir a citaciones judiciales y perdida de elementos probatorios, no contestacion a
Regional Bogotd |t/ idades judiciales
Regional
Noweonene | Presuntas irregularidades relacionadas con la mora, atraso e inconsistencias en informes pericals.

Regional Nororiente

Presuntas irregularidades atrasos en casos e inconsistencias en informes periciales, no respuesta oportuna a
autoridades judiciales.

Regional Norte Posibles irregularidades en solicitar dinero por servicios que presta el INML.
Regional Occidente | Posibles irregularidades por no dar respuesta oportuna a autoridades judiciales.
Regional Oriente | Presuntas irregularidades en informes y remision de los mismos y por la no atencion a los usuarios.
Regional Sur Posibles irregularidades en la pérdida y mal manejo de material probatorio.

Regional Suroccidente

Presuntas irregularidades en la emisién de dictdmenes periciales y no dar respuesta a autoridades judiciales.

Fuente: Oficina Control Disciplinario Interno — Calculos Oficina de Planeacién.





La Corte Constitucional en sentencia C-1505/00 estableció que la decisión por la cual el constituyente decidió que el INMLyCF fuera una entidad adscrita a la Fiscalía responde a “la función que está llamado a cumplir uno y otro ente, puesto que si a la Fiscalía General de la Nación se le asignó la labor de investigar los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los jueces y tribunales competentes (artículo 234 de la Constitución Política) y al Instituto la de prestar auxilio y soporte técnico a la administración de justicia. Resulta lógico que estos entes trabajen en coordinación para que el primero de ellos pueda efectuar en debida forma y con buen éxito su tarea, en aras de una adecuada y recta administración de justicia, como lo exige la Constitución”
. Sim embargo al existir una dependencia directa del ente investigador, como se ha demostrado hasta ahora, se rompe el principio de independencia y autonomía, que se requiere, por ejemplo, en el Sistema Penal Acusatorio en el que cualquiera de las partes puede solicitar los servicios técnicos forenses del INMLyCF. 
En el presente proyecto de acto legislativo no se pretende que no exista una coordinación y cooperación entre la Fiscalía General de la Nación y el INMyCF; solo se propone que desde su naturaleza jurídica se garantice su autonomía e independencia para que se puedan realizar labores coordinadamente sin afectar la independencia de ambas instituciones. 
Adicionalmente, la sentencia aclaró la posibilidad que tiene el congreso de la república en virtud de la cláusula general de competencia otorgada por la constitución política en el artículo 150 numeral 7
 de modificar la naturaleza del INMyCF. 
Como soporte técnico y científico a la administración de justicia con el objetivo de que los jueces comprendan materias que no son de su conocimiento, y en razón del artículo 204 del Código de Procedimiento penal que dispone que el INMyCF “prestará auxilio y apoyo técnico-científico en las investigaciones desarrolladas por la Fiscalía General de la Nación y los organismos con funciones de policía judicial. Igualmente, lo hará con el imputado o su defensor cuando estos lo soliciten.”, debe procurar mantenerse imparcial para facilitar la labor de los abogados, defensores, fiscalía y del juez cuando estos lo requieran. 
Cabe recordar que la Fiscalía General de la Nación esta “obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento”
 y que un comportamiento parcializado del INMyCF o de la Fiscalía General de la Nación, produciría la violación de derechos fundamentales del debido proceso; derechos derivados  del principio de igualdad  como el acceso a la justicia; el derecho a la defensa y la igualdad. 
A continuación, esbozamos las razones por las cuales el INMLyCF debe ser un ente independiente y autónomo. A la Junta Directiva del Instituto Nacional de Instituto Nacional de Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, pertenecen el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, El Defensor del Pueblo y el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, entre otros, situación que al momento de requerirse de su intervención ante una investigación al interior de la institución no podrían ejercer su labor con imparcialidad y transparencia pues serían juez y parte.

El INMLyCF es un establecimiento público del orden nacional dotado de personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, por lo que no se entiende que dependa políticamente de otra entidad y que con ello sea permeable a la politiquería y el riesgo alto a la corrupción, coerción de una de las partes del proceso. 
El instituto es quien controla y organiza el Sistema de Medicina Legal, por tal motivo es una entidad que no puede depender de otra, teniendo en cuenta que es quien regula y genera lineamientos con materia específica y dedicada a la verdad científica.

Todas las funciones dadas al Instituto están encaminadas a prestar un servicio a TODO EL SISTEMA DE JUSTICIA, por lo que no es viable desde ningún punto de vista que sea adscrito a uno u otro lado de la balanza.

El Instituto debe ser totalmente neutral, no puede ser juez y parte, como ente regulador del Sistema de Medicina Legal y Ciencias Forenses, debe mantener independencia, trasparencia y generar conceptos desde la ciencia para todos los actores del sistema de justicia, sin importar a quien le favorezca.  
Con lo sucedido en el mes de diciembre de 2018 con el anterior director general del instituto, se ratifica la inconveniencia de continuar adscrito al ente acusador, porque a pesar de que los conceptos técnicos estaban basados en la ciencia, el director general como subalterno salió e a los medios a manifestar situaciones y resultados que no se justaban a esa verdad científica, lo cual evidencia el poder político que genera el hecho de ser su nominador. 
Como institución técnico – científica no se puede permitir interferencias de ningún tipo, mucho menos de conveniencia política o de otra índole; los conceptos de los funcionarios del Instituto son basados solo en evidencia científica, comprobable y bajo los parámetros establecidos en métodos validados y reconocidos por la comunidad científica internacional. La ciencia requiere trasparencia y objetividad, por lo que debe estar aislada de cualquier tipo de evento que genere riesgo de interferir en los resultados.

La Fiscalía General de la Nación cuenta en la actualidad con un cuerpo técnico – investigador, CTI, el cual realiza sus actividades de Policía Judicial encaminadas al apoyo del ente Acusador, pero a diferencia del INMLCF, no tiene ni requiere funciones de policía judicial, su labor principal es la de realizar experticia técnica para quien requiera de conceptos basados en ciencia y conocimiento científico forense; no es coherente que el ente acusador tenga dos instituciones con algunas funciones similares, donde una trabaje para el ente acusador y la otra para todo el sistema.
III. NORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES 
Análisis Normativo del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y Ciencias Forenses
1. Constitución Política 
1.1. Cuando entró en vigencia la Constitución Política de Colombia el artículo transitorio 27 de la misma le asignó la denominación de establecimiento público adscrito a la Fiscalía General de la Nación integrándola a ésta. 
(...)  
“La Dirección Nacional de Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses del Ministerio de Justicia, con sus dependencias seccionales, se integrará a la Fiscalía General como establecimiento público adscrito a la misma. 
Las dependencias que se integren a la Fiscalía General pasarán a ella con todos sus recursos humanos y materiales, en los términos que señale la ley que la organice.”
1.2. ARTICULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:

(…)

7. Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regionales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la constitución de empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta.
2. Leyes 
Adicionalmente, el estatuto de administración de justicia o ley 270 de 1996 establece en el artículo 31 que:

 “Adscrito a la Fiscalía General de la Nación funciona el Instituto Nacional de Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y Ciencias Forenses, como una entidad de derecho público, dotada de personería jurídica, con autonomía administrativa y patrimonial y organizado con el carácter de establecimiento público de orden nacional. El instituto está encargado de prestar auxilio y soporte técnico y científico a la administración de justicia en todo el territorio nacional en lo concerniente a Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y las ciencias forenses, de organizar y dirigir el Sistema Único de Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y Ciencias Forenses y controlar su funcionamiento y de cumplir las demás funciones que le atribuya la ley.”
3. Jurisprudencia de la Honorable Constitucional señala que
:

(…) 
“La independencia y autonomía en el ejercicio de la actividad jurisdiccional son presupuestos esenciales e ineludibles para el cabal funcionamiento de la actividad de administración de justicia, bien sea de carácter permanente o temporal. 
La previsión normativa expresa de la independencia y autonomía judicial la presenta el derecho internacional de los derechos humanos.  En efecto, el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, disposición integrante del bloque de constitucionalidad, es específico en prever que “toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”
De manera similar, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual también integra el bloque de constitucionalidad, determina que “todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.”
Para este caso en particular del INMLyCF se deben aplicar los mismos criterios de independencia e imparcialidad de los jueces, para que se realicen los peritajes que se requiere que no exista ninguna coacción a los funcionarios que entregan estos peritajes como material probatorio y que, en muchos casos, es utilizada por el juez para determinar la responsabilidad en una conducta penal. 

Por lo tanto, tales atributos definen en sí mismos la actividad pericial y son la garantía más importante que tienen los ciudadanos, en términos de confianza.
La independencia e imparcialidad, en ese orden de ideas, refieren a la obligación de los peritos forenses de proferir sus conceptos bajo un parámetro científico y técnico exclusivamente.  Por lo anterior, los funcionarios anteriormente mencionados deben estar separados de cualquier tipo de circunstancia fáctica que desvié dicho análisis.

Como lo ha previsto la jurisprudencia constitucional, “[l]a imparcialidad representa, pues, el principio más depurado de la independencia y la autonomía judiciales o de quien, conforme la Constitución y la ley, le ha sido reconocido un poder de juzgar a otros individuos, pues no sólo lo hace independiente frente a los poderes públicos, sino también, frente a sí mismo (…) se trata de la fórmula con que se recoge la tradición jurídica de la humanidad, desde la cual se ha considerado universalmente como forma de resolver conflictos “la intervención de un tercero, ajeno al conflicto”; pero también se trata de que -aunque con algunas excepciones- los conflictos se resuelvan a través de la manera ofrecida por el Estado, “esto es, mediante la implementación de un proceso adelantado por un juez y con la potestad de hacer cumplir la solución que se impartió al conflicto”.[1]

Los principios de independencia e imparcialidad judicial son compartidos por el derecho internacional de los derechos humanos.  En lo que tiene que ver la independencia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Tribunal Constitucional v. Perú expresó que “uno de los objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos, es la garantía de la independencia de los jueces y, para tales efectos, los diferentes sistemas políticos han ideado procedimientos estrictos, tanto para su nombramiento como para su destitución. 
Los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura
, establecen que: “La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y proclamada por la Constitución o la legislación del país. Todas las instituciones gubernamentales y de otra índole respetarán y acatarán la independencia de la judicatura”.
4. En la sentencia T554 del 2003, se ha definido como PRUEBA PERICIAL:

“La prueba pericial ha sido definida como aquella que se realiza para aportar al proceso las máximas de experiencia que del juez no posee o puede no poseer y para facilitar la percepción y la apreciación de los hechos concretos objeto de debate. También ha sido concebida como el medio de prueba consistente en la declaración de conocimiento que emite una persona que no es sujeto procesal acerca de los hechos, circunstancias o condiciones personales inherentes al hecho punible, conocidos dentro del proceso y dirigida al fin de la prueba para la que es necesario poseer determinados conocimientos científicos, artísticos o prácticos. Toda peritación supone la realización de diversas actividades que consisten en la descripción del objeto a peritar, la relación de las operaciones técnicas efectuadas y las conclusiones obtenidas o dictamen. El reconocimiento o percepción de la materia a peritar consiste, en esencia, en la descripción de la persona o cosa que sea objeto del mismo en el estado o del modo en que se halle. Las operaciones técnicas o el análisis a realizar por el perito son todas aquellas actividades especializadas, propias de la profesión, ciencia, arte o práctica del especialista actuante, que permiten hacer unas apreciaciones o valoraciones específicas, que ayudan al juzgador en su labor enjuiciadora. La redacción de las conclusiones es la consecuencia final de todo lo anterior, y supone, una exposición racional e inteligible de los resultados derivados de los análisis y operaciones realizadas por el perito conforme a los principios y reglas de su ciencia o arte. Así pues, el dictamen pericial no es otra cosa que la formalización por escrito de los anteriores pasos”

Por todo lo anterior, es necesario dotar al INMLyCF de los instrumentos jurídicos necesarios que garanticen la debida independencia, los profesionales que realizan hoy labores tan importantes como la identificación de personas inhumadas como no identificadas, que en la actualidad llegan a las 26 mil en todo el país, no pueden quedar entredicho por decisiones orden administrativo por estar adscritos a una entidad del gobierno nacional.  
IV. Importancia para las víctimas y la construcción de paz
A través de un comunicado público
 las organizaciones de víctimas del conflicto armado, familiares y defensores de derechos humanos expresaron su preocupación  señalando que: 

“las interferencias que desde altas autoridades del Estado parecen estarse presentando en la actividad del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses - INMLyCF relacionadas con denuncias recientemente presentadas sobre desviaciones o distorsiones en los informes periciales que han sembrado dudas sobre la integridad y rectitud de sus determinaciones.

El Instituto Nacional de Medicina Legal tiene un importante papel en el establecimiento de la verdad científica y la responsabilidad penal, no sólo en lo relacionado con los graves casos de corrupción que el país ha conocido recientemente, sino por la responsabilidad que tiene para atender las necesidades de las víctimas de más de 82.000 casos de familias que buscan a sus seres queridos que fueron desaparecidos forzadamente. Las labores de análisis forense, identificación y emisión de informes periciales que puedan dar pistas de los responsables de estos crímenes atroces requieren que el nuevo Director o Directora, así como las demás personas que tienen facultades de tomar decisiones al interior del INMLyCF gocen de las más altas calidades humanas y profesionales, credibilidad de la ciudadanía y ofrezcan garantías de imparcialidad, autonomía, solvencia profesional e integridad moral, de modo que las víctimas y la sociedad en general, tengan la plena garantía de que sus decisiones no van a estar afectadas por la subordinación de estos a los intereses de ninguna autoridad o funcionario en particular, por más poder que detente en la estructura del Estado.

En conclusión, esta iniciativa recoge las preocupaciones de la sociedad y espera que el Congreso de la Republica a través de sus facultades garantice la independencia y autonomía necesaria por la verdad y la justicia. 
De los honorables senadores; 
GUSTAVO BOLÍVAR MORENO 

Senador de la República 

Coalición Lista de la Decencia.
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� � HYPERLINK "https://www.asuntoslegales.com.co/actualidad/ultima-palabra-en-crisis-de-medicina-legal-la-tomara-el-fiscal-general-de-la-nacion-2808865" \h �https://www.asuntoslegales.com.co/actualidad/ultima-palabra-en-crisis-de-medicina-legal-la-tomara-el-fiscal-general-de-la-nacion-2808865�


� � HYPERLINK "https://www.elespectador.com/opinion/el-fiscal-general-y-la-llamada-delatora-columna-824773" \h �https://www.elespectador.com/opinion/el-fiscal-general-y-la-llamada-delatora-columna-824773�


� � HYPERLINK "https://www.elespectador.com/noticias/judicial/carlos-valdes-renuncio-la-direccion-de-medicina-legal-por-error-en-caso-pizano-articulo-830377" \h �https://www.elespectador.com/noticias/judicial/carlos-valdes-renuncio-la-direccion-de-medicina-legal-por-error-en-caso-pizano-articulo-830377�


� � HYPERLINK "https://colombianoindignado.com/exdirector-de-medicina-legal-carlos-valdes-seria-asesor-del-fiscal-martinez/" \h �https://colombianoindignado.com/exdirector-de-medicina-legal-carlos-valdes-seria-asesor-del-fiscal-martinez/�


� � HYPERLINK "https://caracol.com.co/radio/2018/12/23/judicial/1545593779_988802.html" \h �https://caracol.com.co/radio/2018/12/23/judicial/1545593779_988802.html� Y � HYPERLINK "https://www.rcnradio.com/judicial/caso-pizano-no-es-el-unico-irregular-en-medicina-legal-afirma-javier-oviedo" �https://www.rcnradio.com/judicial/caso-pizano-no-es-el-unico-irregular-en-medicina-legal-afirma-javier-oviedo�





� https://www.elespectador.com/noticias/judicial/carlos-valdes-renuncio-la-direccion-de-medicina-legal-por-error-en-caso-pizano-articulo-830377


� � HYPERLINK "http://www.medicinalegal.gov.co/blog/-/blogs/combatiendo-la-corrupcion" \h �http://www.medicinalegal.gov.co/blog/-/blogs/combatiendo-la-corrupcion�


� Ver tabla 1 de quejas reclamos y sugerencias años 2015 a 2018 


� Ver tabla 2 proceso disciplinarios- año 2016 a 2018 


� Ver tabla 3 Causas de procesos disciplinarios. 


� sentencia C-1505/00, Corte Constitucional de Colombia, MP. Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA.


� Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regionales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la constitución de empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta.


� Artículo 250 de la Constitución Política 


� Sentencia C-538 de 2016, Honorable Corte Constitucional. 


� � HYPERLINK "https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/independencejudiciary.aspx" �https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/independencejudiciary.aspx�





� Comunicado de Mesa de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas y el Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado – MOVICE, publicado el pasado 21 de diciembre de 2018. 
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